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I. El derecho procesal local y el sistema federal: 
breve marco introductorio

Es evidente que nuestro sistema de competencias permite que además de 
la justicia constitucional que regula nuestro texto fundamental, exista o 
se encuentre regulada lo concerniente a los medios de defensa locales de 
la Constitución, y que se les ha incluido como parte del derecho procesal 
constitucional local.

Estos medios de defensa de las Constituciones estaduarias se han 
enfocado principalmente a regular la protección y defensa de los dere-
chos fundamentales consagrados en los textos constitucionales locales, 
y que, en algunos casos, reconocen o amplían derechos del hombre que 
no se encuentran establecidos en el catálogo de garantías que establece la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no obstante que 
algunos de ellos plantean, adicionalmente, las solución de las controver-
sias que se lleguen a suscitar entre los distintos órganos que conforman 
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al poder político constitucional de cada entidad federativa y con sus mu-
nicipios.

Así, tenemos que el sistema de distribución de competencias mexicano1 
sería imposible o casi inevitable abordarlo sin atender al sistema federal 
que acoge nuestro ordenamiento supremo. En este sentido podemos de-
cir que el sistema federal fue establecido en el artículo 4o. de la Constitu-
ción de 1824, que precisó: “La nación mexicana adopta para su gobierno 
la forma de república representativa popular federal”.2 Y respecto del cual 
algunos autores afirman que dicho sistema fue copiado de la Constitución 
norteamericana,3 y, otros tantos, que no fue una mera imitación, sino que 
se dio y se consolidó a través de un largo y penoso desarrollo propio.4

Podemos señalar que Manuel González Oropeza, al abordar las ven-
tajas del sistema federal, considera que el folleto más completo en argu-
mentos, resulta el que se inscribe bajo el texto: Demostración teórico-
practica de las ventajas del sistema federal en la República mexicana, y 
del que se debe destacar, por así interesar a este breve estudio, los puntos 
que siguen:

El sistema federal es más fácil de gobernar, ya que cada estado dicta sus 
propios actos de gobierno y los habitantes no tienen que trasladarse al 
centro de la República para arreglar sus asuntos...; y

1		 González Oropeza, Manuel, al citar a Elman y Knisbacher, refiere que: “En general, 
se reconocen fundamentalmente cuatro modelos puros en la distribución de funciones: el 
modelo americano que consagra facultades expresas a la federación en el texto constitu-
cional, teniendo los estados miembros las restantes (residual); el modelo de delegación, 
seguido por Australia y Sudáfrica, en donde las facultades expresas corresponden a los 
estados miembros y las facultades del gobierno federal se entienden delegadas; el modelo 
Kelsiano de la Constitución austriaca de 1920, en donde se prevé una enumeración detalla-
da de las competencias tanto de la federación como de los estados miembros y, finalmente 
el modelo alemán que introduce una combinación de materias concurrentes y exclusivas 
[...] México ha seguido el modelo americano aunque actualmente ya no pueda considerár-
sele un ejemplo puro [...]”,  Sistema federal mexicano, México, Crea, SEP, p. 31. 

2		 Sobre el contenido del artículo 4o. y en general de la Constitución de 1824, véase 
Tena Ramírez, Felipe, Leyes fundamentales de México 1808-2002, 23a. ed., México, Po-
rrúa, 2002, pp. 168.

3		 Cfr. Carbonell, Miguel, Constitución, reforma constitucional y fuentes, 4a. ed., 
México, Porrúa 2001, p. 231.

4		 Así lo establece Manuel González Oropeza al citar a Jesús Reyes Heroles en El 
federalismo, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, serie Estudios his-
tóricos, núm. 53, 1995, p. 21. 
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Aunque hay aspectos comunes, el federalismo es el único sistema de 
gobierno que contempla un respeto por las diferencias específicas de cada 
estado, al ser atributo de su soberanía el legislar sobre las materias de su 
competencia, de la manera que mejor les parezca.5

En ese mismo sentido, conviene destacar que el federalismo supone el 
reconocimiento de la existencia de fuerzas distintas del poder central que 
tienen su propia sustantividad, y que, por esa virtud, reclaman un cam-
po propio de acción jurídico-política, traducido, entre otras cosas, en la 
posibilidad de crear por sí mismos normas jurídicas.6 Esa organización 
del ámbito espacial de validez del orden jurídico es lo que distingue al 
sistema federal, pues en éste existe un sistema de normas que valen para 
distintas partes del territorio estatal, aunque analizado a partir de los con-
ceptos de la centralización y descentralización,7 afirma Ulises Schmill,8 
aparece como un Estado relativamente descentralizado.

En este marco de ideas se encuentran insitos los elementos que dis-
tinguen el sistema federal, esto es, la autonomía de que goza cada enti-
dad federativa para emitir sus propios actos, así como la soberanía que 
les asiste para emitir las leyes que regulen sus atribuciones acorde a su 
campo de competencia. Sin embargo, una de las cuestiones que se han 
presentado en el federalismo ha sido, precisamente, el que dichos fac-
tores se encuentran delimitados por un ordenamiento supremo al cual 
deben ajustarse todos sus actos de autoridad, incluso aquellos de carác-
ter legislativo, según lo ha dispuesto de esa manera el artículo 133 de la 
Constitución federal, que establece el principio de supremacía consti-
tucional. Lo anterior se explica habida cuenta a que en un sistema en el 
que coexisten dos clases de normas, las federales y las locales, se hace 
necesaria una disposición de mayor jerarquía que delimite y determine 
los ámbitos de aplicación de dichos ordenamientos. Esta norma superior 
que delimita los ámbitos de validez de los órdenes jurídicos constitutivos 

5		 Ibidem, pp. 28 y 29. 
6		 Carbonell, Miguel, op. cit., nota 3, p. 65.
7		 Se puede decir que, un orden jurídico centralizado es aquel en el que las normas 

jurídicas que lo conforman tiene validez en todo el territorio del Estado; y el orden 
descentralizado, en cambio, existe cuando sus normas tienen varios ámbitos de validez 
espacial. 

8		 Schmill, Ulises, “Fundamentos teóricos de la defensa de la Constitución en un 
Estado federal”, en Cossio, José Ramón y Pérez de Acha, Luis M. (comps.), La defensa 
de la Constitución, 2a. ed., México, Fontamara, 2003, p. 23.
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de la Federación y de los diversos órdenes locales es, por regla general, 
la Constitución del Estado federal.9

En sentido estricto, podemos afirmar que la norma que regula el orden 
federal, es decir, aquella que delimita los ámbitos de validez local y na-
cional, sería la que en principio debe ser tutelada o protegida mediante 
los sistemas de control constitucional que al efecto prevea el mismo texto 
supremo, sin embargo, no pasa por alto, que el artículo 41 de ese superior 
ordenamiento, prevé que los estados, si bien no deberán contravenir lo 
establecido en el pacto federal, gozan de la libertad de erigirse de forma 
libre y soberana conforme a su Constitución (artículos 40 y 116) y es pre-
cisamente en donde resulta cuestionable el que la Federación sea quien 
interfiera frente a las entidades federativas como regulador de la consti-
tucionalidad de sus actos,10 pues éstas cuentan con la potestad suficiente 
para forjar sus propios medios de control constitucional, que les permita 
resolver en su seno las cuestiones de esa índole, a efecto de evitar así la 
intervención de la Federación en los asuntos de orden estaduario.

En aras de lo anterior, debe propalarse la corriente que se ha denomi-
nado como derecho procesal constitucional local a fin de que los estados 
incorporen en su orden jurídico mecanismos que les garantice la eficiente 
defensa de su Constitución, tal y como ha acontecido en diversas entida-
des federativas, y que por así interesar a este estudio, me referiré única-
mente al caso del estado de Coahuila, quien a través de su Ley de Justicia 
Constitucional Local estableció diversos medios para tutelar el control 
de su texto supremo y entre los cuales destacare el que denomina como 
“control previo de constitucionalidad” que tiene como objeto constatar la 
conformidad de los proyectos de ley o decreto con el texto fundamental 
local con la salvedad de que esa verificación se realiza antes de que la 
norma controlada tengan carácter definitivo y produzca sus efectos jurí-
dicos.

9		 Idem. 
10		 En opinión de Ulises Schmill: “… existen cuatro funciones jurídicas que no pueden 

ser consideradas como funciones federales ni locales y que, por lo tanto, deben adscribir-
se al orden constitucional. Ninguna de ellas es materia de los órdenes subordinados a la 
Constitución, pues entrañan modificaciones a la división de competencias y ámbitos de 
validez de los órdenes subordinados federal y local o la revisión de la regularidad de sus 
actos. Estas cuatro funciones son las siguientes: 1. las reformas o adiciones a la Cons-
titución; 2. las reformas a la Constitución en su aspecto geográfico; 3. la suspensión de 
garantías; 4. el control de la constitucionalidad […]”. Ibidem, p. 25. 
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Así, en este estudio se resaltará, por una parte, el aspecto innovador de 
este medio de defensa local, pues en el sistema jurídico mexicano, la de-
fensa de la Constitución sólo se lleva mediante controles sucesivos. Pa-
ralelamente, realizaremos algunas precisiones sobre la propia figura del 
control preventivo, y así poder verificar finalmente de ser el caso, como 
sus notas distintivas se manifiestan en el control preventivo de constitu-
cionalidad que regula la Ley de Justicia Constitucional para el Estado de 
Coahuila.

II. El control de regularidad constitucional local

En su obra, Héctor Fix-Zamudio hace una clasificación sobre la defen-
sa de la Constitución en general y los dos sectores que la integran, en la 
que aunado a la polémica Schmith-Kelsen sobre el órgano protector de 
la Constitución —afirma— que el concepto genérico de la defensa de la 
Constitución se desdobla en dos categorías sustanciales: a) la protección 
de la Constitución; y b) las garantías constitucionales. La primera —sos-
tiene— se integra por aquellos factores políticos económicos sociales y de 
técnica jurídica, que conforman los textos fundamentales, encaminados a 
limitar al poder y generar el funcionamiento equilibrado de los poderes 
públicos: la división de poderes, de supremacía constitucional, etcétera.11

En la primera de las categorías que Fix-Zamudio afirma se desglosa la 
idea genérica de la defensa de la Constitución,12 se encuentran los con-
troles constitucionales que establecen las fracciones I y II del artículo 
105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que, 
en ese orden, regulan: las controversias constitucionales y las acciones de 
inconstitucionalidad, instrumentos que además del juicio de amparo, han 
sido los mecanismos mediante los cuales se ha procurado por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación y los tribunales federales, la guarda de las 
Constituciones estaduarias.

Por su parte, Elisur Arteaga Nava13 señala al referirse a los sistemas 
de defensa de la Constitución local, que éstos deben entenderse como el 

11		 Ferrer Mac-Gregor, Eduardo, “Aportaciones de Héctor Fix-Zamudio al derecho 
procesal constitucional”, en Ferrer Mac-Gregor, Eduardo (coord.), Derecho procesal 
constitucional, 4a. ed., México, Porrúa, 2003, t. I, pp. 211-213 

12		 Idem.
13		 Arteaga Nava, Elisur, “La Constitución local y su defensa”, en Ferrer Mac-Gregor, 

Eduardo (coord.), Derewcho procesal constitucional, cit., nota 9, t. IV, pp. 3619 y 3620.
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cúmulo de principios normativos de naturaleza fundamental que prevén 
y regulan las instituciones por virtud de las cuales las autoridades y los 
particulares deben ajustar su actuación a lo que ella dispone, que esta-
blecen las vías y acciones por las cuales las autoridades competentes, a 
petición de parte interesada, anulen o dejen sin efectos los actos o hechos 
de autoridad que le son contrarios y, eventualmente, las vías e instancias 
por virtud de las cuales se sancione a quien haya actuado contra el texto 
de una norma de naturaleza suprema en el ámbito local.

Idea a la que cabe agregar, que también existen instituciones que tute-
lan un control constitucional a cargo de los órganos del estado, por dejar 
de desarrollar los dispositivos constitucionales, de forma tal que impi-
dan, en perjuicio de un interés general, su aplicación. Valga como ejem-
plo el mecanismo regulado por la Constitución Política del Estado de 
Veracruz, que faculta al Pleno del Tribunal Superior de Justicia para co-
nocer las acciones por omisión legislativa, de ahí que esta modalidad de 
control, también debe considerarse al referirnos a los sistemas de control 
constitucional local que refiere nuestro autor, pues su desconocimiento 
soslayaría el activismo legislativo que los órganos estatales han procura-
do fomentar con el objeto de erigir instituciones o mecanismos propicios 
para la guarda de los ordenamientos estaduales supremos y que han sido 
más innovadores que regulados por la misma Constitución federal.

III. El control previo en México

Corolario de lo anterior es que una de las figuras que resulta innova-
dora en el sistema jurídico mexicano y que constituye el tema central de 
esta ponencia es el control previo de constitucionalidad, cuyo tema, hasta 
cierto punto distante en México, hace manifiesto que su inclusión en la 
Ley de Justicia Constitucional Local del Estado de Coahuila es una de las 
más importantes aportaciones al derecho procesal constitucional local, 
pues hasta antes de la expedición de la citada ley, todos los controles eran 
de los denominados a posteriori o sancionadores, y que se caracterizan 
porque están dirigidos a verificar la compatibilidad constitucionalidad de 
instrumentos normativos definitivos.

Destacado este aspecto, entraremos en el capítulo siguiente al estudio 
específico del control previo a fin de tener una aproximación con su na-
turaleza y conocer las notas distintivas de esa figura procesal, para poste-
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riormente realizar un estudio comparativo entre éstas y el control previo 
de constitucionalidad que regula citada Ley de Justicia Constitucional 
Local.

IV. Concepto y elementos del control previo

Delimitado nuestro tema, acudiremos a invocar algunas ideas que di-
versos autores han expresado a efecto de definir al control previo. Así te-
nemos que para Carla Huerta,14 el control “Es de tipo preventivo, ya que 
se verifica antes de la realización del acto”. Néstor Pedro Sagüés,15 en su 
clasificación según el momento de los sistemas de control de constitu-
cionalidad, afirma que “El control preventivo de constitucionalidad de la 
norma tiende a eliminarla antes de que ella sea promulgada”. Humberto 
Nogueira Alcalá16 señala que “El control preventivo de constituciona-
lidad es un sistema a través del cual, el tribunal o corte constitucional 
concreta la revisión del contenido de un proyecto de precepto legal o de 
reforma constitucional, como de un tratado, para determinar su confor-
midad con los valores, principios y reglas establecidas por la Constitu-
ción antes de integrarse al ordenamiento jurídico”.

Como puede apreciarse, estos autores destacan el aspecto de la opor-
tunidad como el elemento característico del control preventivo, sin que 
incluso, de dichas concepciones se advierta tal elemento debidamente 
precisado, esto es, ninguno de ellos expone el momento en que debe ini-
ciar el mismo, así como tampoco atienden a otros elementos que como se 
verá a renglón seguido, son característicos de los controles a priori.

A juicio de este expositor, el autor español Miguel Ángel Alegre Mar-
tínez, en su obra Justicia constitucional y control previo, realiza una di-
dáctica definición del control a priori, en la que se advierten una serie de 
notas que caracterizan este tipo de mecanismos, de ahí que como punto 
de partida, haremos nuestra dicha definición a efecto de proceder a su es-
tudio. Así este autor la define al control previo como “Aquella modalidad 
de control jurisdiccional concentrado de constitucionalidad, que tiene ca-
rácter declarativo y abstracto, y que se ejerce por parte de los tribunales 

14		 Huerta Ochoa, Carla, Mecanismos constitucionales para el control del poder polí-
tico, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 1998, p. 42. 

15		 Sagüés, Néstor Pedro, Teoría de la Constitución, Buenos Aires, Astrea, 2001, pp. 474. 
16		 Nogueira Alcalá, Humberto, Las competencias de los tribunales constitucionales 

en América del Sur, Ius et Praxis, 2002, vol. 8, núm. 2, p. 6. 
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constitucionales cuando les es sometido (por vía de acción, o por estar 
previsto en el ordenamiento con carácter preceptivo) un texto normativo, 
con anterioridad a su entrada en vigor”.17

Ahora bien, de la anterior definición encontramos en primer término, 
que el control preventivo es de índole jurisdiccional y de carácter con-
centrado. Es jurisdiccional en oposición a control político, en tanto que 
el contralor es un órgano de carácter jurisdiccional. Es concentrado aten-
diendo al sistema austriaco, ya que se atribuye el control a un único tri-
bunal u órgano especializado, el cual podrá ser parte del Poder Judicial, 
en el que regularmente será el órgano más alto existente en ese orden, o 
bien, puede recaer en un tribunal constitucional, específicamente creado 
para tales fines.

Otros aspectos que distinguen al control preventivo son su carácter 
declarativo y abstracto. Sobre el particular conviene precisar, que es de-
clarativo debido a que la nulidad no se produce porque el tribunal lo 
establezca, ni desde que el tribunal lo establezca, sino que porque existe 
un vicio de inconstitucionalidad que el tribunal declara, pone de mani-
fiesto.18

Asimismo, por cuanto a su carácter abstracto, podemos señalar que se 
estima así, en vista de que es un control de interés de orden constitucio-
nal, mediante el cual el órgano jurisdiccional, encargado de la defensa de 
la Constitución, realiza un juicio de comparación, entre la norma contro-
lada y el texto fundamental a efecto de verificar si existe alguna contra-
vención a este último; comparación que debe realizarse “completamente 
al margen de todo caso concreto y de la aplicación de que haya podido 
tener esa ley (que a veces todavía no se ha aplicado siquiera)”.19

Este control abstracto tiene sus orígenes en Kelsen, quien procuró es-
tablecer, que en virtud de este mecanismo de control constitucional, el 
órgano encargado de su regulación

... no pueda indagar la relación de adecuación o no de la norma legisla-
tiva con el supuesto de hecho que intenta regular (no examina, pues, la 
eventual injusticia de la ley), sino que, como depositario de las categorías 

17		 Alegre Martínez, Miguel Ángel, Justicia constitucional y control previo, España, 
Universidad de León, 1995, p. 101. 

18		 Ibidem, p. 102.
19		 Brage Camazano, Joaquín, La acción de inconstitucionalidad, México, UNAM, 

Instituto de Investigaciones Jurídicas, 1998, p. 79. 
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lógicas del ordenamiento, enjuiciará solo la validez de la ley, por vía de 
simple lógica racional, desvinculándola de la necesidad de decidir las con-
troversias de los pleitos reales.20

En contraposición al control de tipo abstracto se encuentra el deno-
minado control concreto, que constituye un mecanismo de regulación 
constitucional, en virtud del cual el órgano encargado de la defensa de 
la Constitución analiza la conformidad de las normas infraconstituciona-
les para con el texto fundamental, con la salvedad de que dicho estudio 
se realiza con motivo de un caso concreto o litigio, en el que además de 
ventilarse la cuestión de constitucionalidad planteada por alguna de las 
partes, necesariamente el órgano controlador debe decidir el derecho en 
disputa por los colitigantes, de ahí, que su determinación por cuanto a la 
conformidad o no de la norma general con la Constitución, afectara tam-
bién un interés particular, en este caso el de los contendientes en el juicio 
ordinario. Este sistema se resume en la judicial rewiew norteamericana y 
el cual como se ha mencionado supra, se distingue también por la pecu-
liaridad de que cualquier juez puede pronunciarse sobre la aquiescencia 
constitucional de la ley, de tal suerte que puede decidir incluso, dejar de 
aplicarla, por estimar que es contraria a la Constitución.

Ahora bien, tenemos que elemento que atiende a la oportunidad y que 
se refiere al momento en que debe o puede ejercerse el control preventivo 
constituye el aspecto que sirve para distinguirlo de los controles de tipo 
sucesivo. Así se estima que el carácter temporal del que debe partirse 
para estimar que el control ejercido es de tipo previo, nos remite a los 
momentos de creación de la norma regulada, pues el control de ordena-
mientos totalmente concluidos, con plena eficacia jurídica es eminente-
mente sancionador, por lo tanto, podemos partir de que un control a prio-
ri, es aquel que se realiza antes de que la norma controlada sea definitiva, 
sin embargo, todavía queda por establecer dentro de esa etapa cuál es el 
momento propicio para que se realice su verificación.

Así, debemos partir de que el objeto de la regulación constitucional 
debe de ser un texto definitivo, que sin ser vigente, ya tenga la estructu-
ra que le permita validamente incursionar en la vida jurídica “obturan-
do —así— la posibilidad de someter al conocimiento del tribunal meros 

20		 García de Enterría, Eduardo, op. cit., nota 10, p. 58. 
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proyectos o borradores”.21 Así, Miguel Ángel Alegre22 establece de forma 
precisa que el control preventivo debe ejercerse cuando “el texto es ya 
definitivo, y tiene el mismo contenido normativo y el mismo tenor literal 
con el cual entraría en vigor si no fuese controlado, o si controlado, fuera 
declarado conforme a la Constitución”.

V. El control previo en la Ley de Justicia 
Constitucional Local para el Estado de Coahuila

Una vez analizados aunque de forma breve los elementos que integran 
el control preventivo, debemos proceder al estudio de la acción de in-
constitucionalidad que en modalidad de control previo regula la Ley de 
Justicia Constitucional Local para el Estado de Coahuila, para posterior-
mente verificar si dicho ordenamiento cumple, al menos, con los distinti-
vos básico de ese tipo de mecanismos de defensa.

En este sentido, tenemos que atendiendo al artículo 71 de la Ley de 
Justicia Constitucional Local para el Estado de Coahuila, el control pre-
vio se encuentra tutelado como un tipo de acción de inconstitucionalidad, 
ya que dicho ordenamiento establece:

Artículo 71. Diversos tipos de acciones de inconstitucionalidad. Por el ejer-
cicio de la acción genérica de inconstitucionalidad, pueden reclamarse:

[…]
VI. El control previo de constitucionalidad de leyes, cuando el Gober-

nador del Estado que hubiere vetado una ley aprobada por el Congreso 
Local, solicita opinión sobre su validez al Pleno del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado.

Sentado lo anterior, podemos destacar que acorde al artículo 90 de di-
cho ordenamiento, este control previo de constitucionalidad tiene como 
objetivo verificar que los proyectos de ley o decreto que emita el Poder 
Legislativo del estado, no sean contrarios, en todo o en parte, al orde-
namiento constitucional local, de ahí que la facultad de conocer del 
referido control, se encuentra asignada a un sólo órgano especializado 
“único en su orden” al que la propia Ley de Justicia Constitucional Lo-

21		 Bazán, Víctor, Jurisdicción constitucional y control de constitucionalidad de los tra-
tados internacionales. Un análisis de derecho comparado, México, Porrúa, 2003, p. 70.

22		 Alegre Martínez, Miguel Ángel, op. cit., nota 19, p. 144. 
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cal le ha conferido la calidad de “tribunal constitucional” con la particu-
laridad de considerarlo como “intérprete supremo” del orden constitucio-
nal.23 En efecto, el citado ordenamiento legal otorga dichas atribuciones 
al Pleno del Tribunal Superior de Justicia del estado, quien constituido 
como tribunal constitucional, tiene la facultad exclusiva de conocer de 
las diversas acciones de inconstitucionalidad que en la modalidad de con-
trol previo le sea presentadas en los términos que veremos más adelante, 
y de cuyas atribuciones se exponen los elementos que como se comentó 
en el capítulo anterior, integran a los controles preventivos en general.

Me refiero precisamente al aspecto jurisdiccional y al carácter con-
centrado del control previo y que como fue anunciado supra, se advier-
ten de las peculiaridades destacadas en la Ley de Justicia Constitucional 
Local en cita. Así tenemos que la acción de inconstitucionalidad que se 
promueva en la modalidad de control previo tiene un carácter eminente-
mente jurisdiccional, ya que como se mencionó, el órgano encargado de 
su tramitación y resolución es el Pleno del Tribunal Superior de Justicia 
del estado, constituido como tribunal constitucional —por una cuestión 
didáctica en lo sucesivo nos referiremos a esta autoridad como tribunal 
constitucional local— por lo que prima facie, podemos aseverar que se 
surte el primero de los requisitos señalados, ya que como se verá más 
adelante, este control preventivo es accionado por el titular del Poder 
Ejecutivo como una suerte de opinión que se formula ante el tribunal 
constitucional local, de ahí que dicha terminología pueda poner en entre 
dicho el carácter jurisdiccional de este mecanismo de control, ya sin pre-
tender ahondar sobre el particular por no ser la finalidad de este breve en-
sayo, si es importante subrayar que mucho se ha debatido, precisamente 
sobre si el manejo de este tipo de controles con carácter de opinión, pue-
den ser estimados como actos realmente jurisdiccionales, sin embargo en 
el caso especifico, estimo que dicha situación queda superada, pues como 
se apuntó más arriba, el órgano encargado de la resolución de este tipo de 

23		 El artículo 2o. de la Ley de Justicia Constitucional Local del Estado de Coahuila 
establece: “La jurisdicción y competencia. Los jueces locales están sometidos a la Cons-
titución local y a la ley conforme a ella. El Pleno del Tribunal Superior de Justicia del 
Estado como Tribunal Constitucional, en su actuación como intérprete supremo, sólo 
está sometido a lo dispuesto en la Constitución Política del Estado y las leyes que de ésta 
emanen para regular su organización y el ejercicio de sus atribuciones. Es único en su 
orden y extiende su función jurisdiccional de control constitucional en todo el territorio 
del Estado para el conocimiento y resolución de los procedimientos constitucionales pre-
vistos en la ley”.
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asuntos es un tribunal eminentemente especializado en la materia cons-
titucional; existe un procedimiento en forma de juicio que debe seguirse 
previo a la emisión de la determinación final que emita dicho órgano; 
y además, dicha determinación u opinión, tiene un carácter vinculativo 
para el Poder Legislativo de suerte tal que éste no podrá continuar el pro-
cedimiento legislativo sin que previamente suprima o modifique los pre-
ceptos que se hayan estimado contrarios al ordenamiento constitucional 
local;24 características todas ellas que nos permiten sostener que la acción 
de inconstitucional de tipo preventivo es de índole jurisdiccional, sin em-
bargo, resultaría más conveniente a efecto de evitar cuestionamientos so-
bre el particular, el que se utilizará otro término distinto al de “opinión”25 
para referirnos a la actuación del tribunal constitucional local.

Igual suerte se confiere al carácter concentrado del mencionado con-
trol previo de constitucionalidad, ya que si bien la Ley de Justicia Cons-
titucional Local prevé la posibilidad de que todo juez pueda declarar, aun 
de oficio, la inaplicabilidad de una norma por estimarlo contrario al texto 
constitucional local;26 tenemos también que la atribución para conocer 
este medio de defensa se encuentra conferida a un solo y único órgano 
especializado, esto es, al Tribunal Constitucional local, pues de la lectura 
del artículo 90 de la Ley de Justicia Constitucional Local se desprende 
que a dicha autoridad será ante quien se eleve la solicitud de opinión 
en torno a la inconstitucionalidad de los proyectos de ley o decreto que 
expida el Poder Legislativo, de ahí que valga sostener que el elemento 
referente al carácter concentrado, también se encuentra satisfecho en la 
acción de inconstitucionalidad que se tramita como control previo.

24		 El artículo 90 de la Ley de Justicia Constitucional Local para el Estado de Coahuila 
señala en la parte conducente: “[…] La opinión que en este caso emita el Tribunal Supe-
rior de Justicia del Estado, deberá producirse en breve término, concretando la incons-
titucionalidad del texto impugnado, si adoleciese de ese vicio, y será vinculante para el 
Poder Legislativo, que no podrá proseguir el procedimiento sin suprimir o modificar los 
preceptos que se estimen contrarios a la Constitución del Estado”.  

25		 A manera de propuesta pudieran considerase términos tales como: revisión, ve-
rificación, confrontar, etcétera. A guisa de ejemplo podemos citar el artículo 95 de la 
Constitución Española que en la parte que interesa señala: “La celebración de un tratado 
que contenga estipulaciones contrarias a la Constitución exigirá la previa revisión consti-
tucional”.	

26		 El artículo 4o. de la Ley de Justicia Constitucional Local para el Estado de Coahui-
la señala: “El control difuso de la constitucionalidad local. Todo juez podrá declarar de 
oficio o a petición de parte, la inaplicabilidad de una norma o acto que estime contrario a 
la Constitución Local”.
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Otro aspecto que se dijo también era parte de los controles de tipo pre-
ventivo, es el referente al carácter declarativo, que es relativo precisamen-
te a que el tribunal u órgano encargado de la defensa de la Constitución 
declare, ponga de manifiesto la invalidez preexistente en las normas suje-
tas a la verificación constitucional; elemento que igualmente se encuentra 
insito en el procedimiento de control previo que regula la Ley de Justicia 
Constitucional, ya que la opinión que emita el tribunal constitucional local 
tiene como finalidad el exponer el vicio de inconstitucionalidad de que 
adolecieren los proyectos de ley o decreto que le fuesen sometidos a su 
consideración por el titular del Poder Ejecutivo, sin embargo, sí conviene 
comentar, que este mecanismo de control puede ser superado por el órgano 
controlado y por consiguiente, evitada una posible estimatoria de inconsti-
tucionalidad. Esto es así, ya que dentro del procedimiento que se sigue en 
este tipo de acciones de inconstitucionalidad, se prevé una medida cautelar 
por virtud de la cual el Congreso del estado —órgano controlado— tie-
ne la facultad potestativa de suspender la continuación del procedimiento 
legislativo hasta en tanto se emita la opinión del tribunal constitucional 
local;27 así como también existe la posibilidad, de que por mayoría ab-
soluta de sus miembros, decida no decretar dicha suspensión y por ende 
concluir el procedimiento de formación de la ley o decreto que haya sido 
tildado de inconstitucional por el Poder Ejecutivo mediante la acción de 
inconstitucionalidad de carácter preventivo, lo que provocará que el tribu-
nal constitucional local declare sin materia la solicitud de opinión.28

Esta surte de superación al control constitucional tiene su razón de ser 
en que el control previo se surte como una especie de acción accesoria al 
veto, tal como lo establece el artículo 90 de la Ley de Justicia Constitu-
cional, que en su parte conducente señala:

Artículo 90. El control previo de constitucionalidad de leyes o decretos. 
El Gobernador del Estado que hubiere vetado, en todo o en parte una ley o 

27		 El artículo 90 de la Ley de Justicia Constitucional Local para el Estado de Coahui-
la, en la parte que interesa, señala: “… El Congreso del Estado, podrá suspender la con-
tinuación del procedimiento legislativo en espera de la opinión del Tribunal, si así lo 
determinan la mayoría de sus miembros, en cuyo caso darán a conocer desde luego sus 
puntos de vista”. 

28		 Así el citado artículo 90 señala también: “[…] Cuando el Poder Legislativo, por 
mayoría absoluta de votos decida no suspender el procedimiento legislativo, lo hará saber 
al Poder Ejecutivo y al Tribunal Superior de Justicia del Estado, quien declara (sic) sin 
materia la solicitud de opinión”. 
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decreto, por estimarlo manifiestamente contrario a la Constitución Local, 
podrá elevar copia del veto razonado y del proyecto de ley o decreto veta-
do ante el Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado, solicitándole 
que emita una opinión al respecto, dando a conocer esta circunstancia a la 
Legislatura, sin perjuicio de la devolución del proyecto al Órgano Legisla-
tivo con las observaciones pertinentes.

Incluso, podemos afirmar que el ejercicio del derecho del veto cons-
tituye un requisito sine quan non para la procedencia del control previo 
de constitucionalidad, pues éste sólo tendrá lugar cuando el titular del 
Ejecutivo, con motivo del veto formulado, eleve copia del mismo ante el 
Tribunal Constitucional local a fin de que emita una opinión al respecto.

Aquí conviene detenernos a efecto de comentar, que si bien el veto es 
una figura que se surte dentro del procedimiento legislativo y que puede 
ser considerado como un mecanismo de control constitucional; tal instru-
mento de tipo político no puede considerarse como un control constitu-
cional propiamente dicho;29 pues aun cuando por este conducto el titular 
del Ejecutivo puede formular observaciones sobre la inconstitucionali-
dad de la resolución legislativa a efecto de propiciar un nuevo estudio por 
parte del propio órgano emisor, y que según Emilio Rabasa se concebía 
con dos finalidades directas que eran: “dar una garantía de prudencia le-
gislativa, mediante la intervención ilustrada por la experiencia y afianza-
da en la responsabilidad personal del presidente; dar al Ejecutivo medios 
eficaces de defensa contra la invasión y la imposición del Legislativo”;30 
no menos cierto es que de tales controles conoce el mismo órgano emisor 
y que a diferencia de los controles constitucionales jurisdiccionales, la 
estimación que se hiciere sobre la inconstitucionalidad de una ley o acto, 
puede ser superada por el poder controlado, en la especie, si es confirma-
do por la dos terceras partes del número total de votos.31

29		 Sobre tipos de controles constitucionales véase Valadés, Diego, “Constitución y 
control político”, en Carbonell, Miguel (comp.), Teoría de la Constitución. Ensayos es-
cogidos, 2a. ed., México, Porrúa, 2002, p. 343 y ss. 

30		 Carbonell, Miguel, La Constitución pendiente. Agenda mínima de reformas 
constitucionales, 2a. ed., México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2004, 
p. 100. 

31		 Artículo 62. Toda iniciativa de ley o decreto deberá sujetarse a los trámites siguien-
tes: […] V. Si el Ejecutivo devolviere la ley o decreto con observaciones, volverá a la 
Comisión respectiva para que presente nuevo dictamen. VI. El nuevo dictamen se volverá 
a discutir y a esta segunda discusión podrá asistir y tomar parte en ella el Gobernador del 
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Por lo que si las observaciones que formula el Ejecutivo mediante el 
veto pueden ser superadas por el órgano controlado, es hasta cierto punto 
lógico, que la legislatura del estado, tenga la potestad para decidir si sus-
pende o no el procedimiento legislativo ante una acción de inconstitucio-
nalidad preventiva, azuzada por el Ejecutivo de forma paralela al ejerci-
cio del derecho del veto, pues coexisten un control de tipo político que es 
el veto y un control de índole jurisdiccional como lo es la opinión que pa-
ralelamente puede solicitarse al tribunal constitucional local, de ahí que 
al ser superado por el por el órgano regulado el primer medio de control 
indicado, es claro que se deje sin materia el segundo de éstos, situaciones 
que nos permiten concluir que la coexistencia del control previo para con 
el veto, le otorga al primero un carácter accesorio para con este último.

Ahora bien, por lo que hace al carácter abstracto como elemento del 
control preventivo —sin que este señalamiento implique el que dicho 
componente sea exclusivo de los controles a posteriori, pues es claro 
que existen otro tipo de mecanismos de control que son de carácter abs-
tracto— podemos afirmar que dicho factor se hace evidente en el control 
previo de constitucionalidad de leyes o decretos en estudio, ya que la 
opinión que en su caso llegue a emitir el órgano constitucional regulador, 
será resultado de la verificación de compatibilidad que realice entre el 
proyecto de norma infraconstitucional y el ordenamiento supremo esta-
duario, sin que evidentemente dicho estudio se realice con motivo de un 
caso concreto o litigio, situación, que deviene de esa manera, debido a la 
propia naturaleza del control previo, ya que la norma sujeta a verificación 
no tiene vigencia y por ende no ha sido aplicada a ningún caso concreto, 
pues incluso de estimarse inconstitucional no llegará a tener vigencia, y 
por tanto, no podrá ser aplicada.

Nos resta analizar el elemento de la oportunidad que atiende al mo-
mento en que debe realizarse el control previo y que se dijo, es el que 
lo distingue de los controles de tipo sucesivos. Así, el control previo de 
constitucionalidad se verifica como una fase del procedimiento legisla-
tivo, ya que debe promoverse con motivo del veto que formule el titular 
del Ejecutivo a la resolución legislativa, situación que a mi juicio no es 

Estado o el orador que nombre al efecto. VII. Si el proyecto devuelto con observaciones 
por el Ejecutivo, fuere confirmado por las dos terceras partes del número total de votos, 
se declarará ley o decreto y se enviará de nuevo al Ejecutivo, para su promulgación, pu-
blicación y observancia. 
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del todo adecuada, ya que en estricto sentido no estaríamos hablando de 
un producto totalmente terminado de suerte tal que esté en posibilidad 
de entrar en vigor, pues si bien el producto materia de la revisión es el 
proyecto que somete el órgano legislativo al Ejecutivo para su promul-
gación, publicación y observancia; también lo es que el procedimiento 
de creación de leyes no finaliza en esa etapa, sino que aún habría que 
ver cuál sería el pronunciamiento que realice el Legislativo en torno a 
las observaciones que mediante el veto le formule el titular del Ejecuti-
vo, pues de ser atendidas las mismas, podríamos hablar de una variación 
sustantiva del texto de la norma y por ende no podemos estimar que su 
texto sea aún definitivo.

Incluso sería más conveniente que concurrieran aquellas etapas ante-
riores a la entrada en vigor de la ley, pues además de someter a revisión 
un texto totalmente definitivo, se tendría la posibilidad de verificar si se 
cumplió con los requisitos que se exigen no sólo durante su proceso de 
elaboración, sino también de cara a la adquisición de eficacia (sanción, 
promulgación, publicación),32 sin que tal situación ponga en entre dicho 
el carácter preventivo de este medio de defensa, ya que como se ha men-
cionado, el momento a partir del cual el control sería ya sucesivo, es el 
de entrada en vigor de la norma, pues es a partir de ese momento cuando 
despliega sus efectos jurídicos.

VI. Conclusiones

Es inminente que el control previo de constitucionalidad que se regula 
en la Ley de Justicia Constitucional Local para el Estado de Coahuila re-
presenta, sin duda, un gran avance para el denominado derecho procesal 
constitucional local, ya que incorpora un medio de defensa totalmen-
te innovador para el sistema jurídico mexicano, el que a reserva de los 
cuestionamientos aquí señalados en este breve ensayo, podemos sostener 
cumple con todas las notas distintivas propias de los controles preventi-
vos, lo 	que lo hace un verdadero mecanismo de regulación constitucio-
nal y que debe servir como incentivo para despertar el activismo legisla-
tivo del que adolecen nuestros representantes encargados de la creación 
de las leyes.

32		 Cfr. Alegre Martínez, Miguel Ángel, op. cit., nota 19, p. 104. 
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